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MEDIDA PROVISIONAL 

 
 

 

EN TANTO SE RESUELVE LA DEMANDA DE ACCIÓN DE TUTELA, 
COMEDIDAMENTE SOLICITO A SU SEÑORÍA ORDENAR DE FORMA 

INMEDIATA A LAS INSTITUCIONES ACCIONADAS, RESTAURAR O 

RESTABLECER MIS DERECHOS HUMANOS Y FUNDAMENTALES ASÍ 
COMO LO RELATIVO AL INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES, QUE 

SE TRADUCEN EN LAS CUOTAS ALIMENTARIAS QUE SE ESTABAN 

CONSIGNANDO PARA SOBREVIVIR  EN EL PROCESO DE ALIMENTOS 
QUE ADELANTA MI MADRE SONIA SAENZ CAMPOS, EN CONTRA DE 

MI PADRE,  PUES NO TENGO OTRO MEDIO PARA COMPRAR MIS 
ALIMENTOS, MI VESTUARIO, MIS UNIFORMES Y ELEMENTOS PARA 

EL ASEO PERSONAL, Y ELEMENTOS PARA ESTUDIAR, MÁS CUANDO 

MI MADRE ES CABEZA DE FAMILIA DE CUATRO HIJOS, Y AL NO 
TENER ELLA UN TRABAJO ESTABLE, NO TIENE LOS MEDIOS 

SUFICIENTES  PARA PROPORCIONAR MIS ALIMENTOS, MISMOS 

QUE FUERON CERCENADOS POR EL SEÑOR FISCAL ACCIONADO AL 
HABER TOMADO MEDIDAS CAUTELARES, SOBRE EL ÚNICO BIEN 

QUE ESTABA EMBARGADO Y SECUESTRADO POR EL PROCESO DE 

ALIMENTOS Y AL HACERLO PUSO EN RIESGO MI SUBSISTENCIA Y 
A CAMBIO DE RESTABLECER MIS DERECHOS FUNDAMENTALES; 

REITERO, ME QUITO MIS ALIMENTOS, DESCONOCIENDO POR 

COMPLETO EL INTERÉS SUPERIOR QUE ME ASISTE,  LOS 
TRATADOS INTERNACIONALES Y LA JURISPRUDENCIA DE LAS 

ALTAS CORTES QUE HACEN PARTE DEL BLOQUE DE 

CONSTITUCIONALIDAD SOBRE LA PREVALENCIA DE LOS 
DERECHOS DE LOS MENORES.     

 

 
              

 

TATIANA CASTILLO SAENZ, menor de edad, identificada 

con la tarjeta de identidad N°1069737504 y correo electrónico 

castillosaenztatiana@gmail.com, domiciliada en el municipio de 

mailto:castillosaenztatiana@gmail.com


Pasca Calle 3 N° 1-10, actuando en nombre propio con todo respeto 

me dirijo a su digno Despacho, para interponer acción de tutela para 

evitar un perjuicio irremediable, en contra de los titulares de los 

siguientes Despachos Judiciales: JUZGADO TERCERO 

ESPECIALIZADO EN EXTINCIÓN DE DOMINIO (PROCESO N° 

2022- 129-3) , FISCALIA 22 ESPECIALIZADA EN EXTINCION 

DE DOMINIO (PROCESO N° 2022-00225 E.D.), por violación del 

debido proceso y de mis derechos fundamentales consagrados en 

los Tratados De Derechos Humanos sobre menores, en la 

jurisprudencia Constitucional sobre la prevalencia de los derechos 

de los menores, así como lo consagrado en el Art 44 de la 

Constitución de nuestro país, y la ley 1098 de 2006, sobre la 

prevalencia del interés superior de los menores, al haber adoptado 

varias medidas cautelares dentro del proceso de extinción de 

dominio, sobre el único bien que tienen el demandado por 

alimentos. Bien que fue embargado y secuestrado el pasado 24 de 

agosto de 2016 por cuenta del proceso de alimentos que adelanta 

mi madre SONIA SAENZ CAMPOS en el Juzgado Promiscuo 

municipal de Silvania, para garantizar mis alimentos presentes y 

futuros. Titulares de los Despachos Judiciales, que son mayores de 

edad y domiciliados en la ciudad de Bogotá. De conformidad con los 

siguientes 

 

HECHOS. 

 

1- Para el año 2012, mi papá RODRIGO CASTILLO ROMERO, 

estaba incumpliendo con los alimentos que por ley está obligado a 

proporcionarme, motivo por el cual mi mamá SONIA SAENZ 

CAMPOS madre cabeza de familia de cuatro menores hijos (JUAN 

DAVID HORTUA SAENZ, ALEJANDRO HORTUA SÁENZ, NATALIA 

CARDENAS SAENZ Y TATIANA CASTILLO SAENZ), se vio en la 

imperiosa necesidad de demandarlo para la fijación de una cuota 

alimentaria, misma que fue conciliada y al haber incumplimiento,  

fue necesario iniciar el proceso ejecutivo correspondiente, seguido 

dentro del mismo proceso inicial. El proceso actualmente se 

adelanta en el Juzgado Promiscuo Municipal de Silvania bajo el 

radicado N° 2012 -0084. Proceso dentro del cual, inicialmente, se 

decretó medidas cautelares de embargo y secuestro (del único bien 

que aparece en  registro) para garantizar mis alimentos presentes 

y futuros, en consecuencia la medida de embargo fue registrada 

en la anotación N° 8, del Folio de Matricula Inmobiliaria del predio y 

con oficio 0561-12 del 20 -06-2012 del Juzgado Promiscuo Municipal 

de Silvania. 

2- Con ocasión del proceso ejecutivo de alimentos que se 

adelanta actualmente en el Juzgado de Silvania (N° 2012 -0084) la 

medida de secuestro se materializo el día 24 de Agosto de 2016 en 
desarrollo del Despacho Comisorio N° 0033-15 proveniente del 



Juzgado Promiscuo municipal de Silvina, correspondiéndole 

adelantar el secuestro del inmueble, el  Juzgado Segundo Civil 

Municipal de Fusagasugá quien designo como secuestre al señor 
LUIS ENRIQUE CARVAJAR BERNAL auxiliar de la justicia 

debidamente inscrito para esa época, quedando como se observa, 

las dos terceras partes del referido inmueble bajo la custodia, 
cuidado y administración exclusiva del señor secuestre, sin tener de 

allí en adelante, ninguna injerencia sobre el inmueble el demandado 

y padre de la suscrita, señor  RODRIGO CASTILLO ROMERO. 
 

2.1- El numeral 3° del Art 30 de la Ley de extinción de dominio 

(ley 1708 de 2014), al ser la suscrita acreedora de los alimentos 

que por ley está obligado a proporcionar mi padre y al tener en curso 

un proceso con medidas cautelares decretadas, practicadas sobre el 

inmueble, esto me faculta como parte afectada para iniciar la 
presente solicitud (Numeral 1° del  Atr 1° del C. de Ext. de D) y con 

ello demuestro el interés que me asiste. De igual manera, y para 

todos los efectos,  la jurisprudencia de las Altas Cortes y los Tratados 
de derechos humanos sobre menores de edad, permiten que sea 

escuchada en todas las actuaciones que me afecten o me puedan 

afectar.  
 

2.2- En relación con el perjuicio irremediable, debo 

manifestar que soy una menor que acabo de cumplir trece años, que 
no trabajo, ni tengo recursos propios, ni beneficios económicos por 

parte del Estado; por consiguiente, necesito de los frutos que 

estaban embargados y secuestrados para alimentarme, para 
comprar desde unas toallas higiénicas en adelante, para comprar mi 

ropa que valga la pena indicar que a pesar de haber ocupado el 

primer puesto en mi grado, no tuve para una muda de ropa  para 
estrenar en la navidad o para el año nuevo, en fin comprendan que 

todo está demasiado caro, y mi madre  ya no puede más, de allí que 

mi madre demando por alimentos para restablecerme mis derechos, 
de tal manera que al intervenir el Estado en relación con el inmueble 

objeto de extinción, hizo que no me consignaran más las cuotas 

alimentarias, la cuales necesito con urgencia pues la verdad estoy 

sufriendo toda clase de necesidades. Pueda que existan múltiples 

acciones, pero como dice mi madre, el señor Fiscal no quiso 

escucharla en el momento de ejecutar las medidas cautelares, 
menos a mí me escucharan a pesar de ser la más afectada; pero en 

uno y otro caso, no tengo para comer, menos para contratar un 

abogado que me represente o en su defecto, conseguir recurso para 
ir hasta Bogotá, para colocar las demandas o los recursos, en el 

evento que me escucharan, y por el tiempo que dure el proceso, me 

habré  muerto del hambre y he perdido mis estudios entre otras 
afecciones que me puedan estar pasando. Por ello acudo ante un 

Juez Constitucional para que analice mi caso, para que observe 
todas las irregularidades que se han cometido en este caso, y para 

que de forma inmediata me brinde una solución que restablezca mis 

derechos y haga que se garantice mis libertades consagradas en la 
Constitución, Los Tratados Internacionales y la jurisprudencia de las 

Altas Cortes.            

 



3- En el Artículo 87 del C. de Ext. de D. establece como fin de 

las medidas cautelares, evitar que los inmuebles puedan ser 

ocultados, negociados, gravados, distraídos, transferidos o puedan 
surgir deterioro, extravió o destrucción; o con el propósito de cesar 

su uso o destinación ilícita. En  todo caso se deberán salvaguardar 

los derechos de terceros de buena fe exenta de culpa. Y para el 
´presente caso, soy una tercera acreedora exenta de culpa.   

 

4- A su turno el Art 89 de la misma obra determina que 
excepcionalmente, -es decir no siempre-, el Fiscal podrá decretar 

las medidas cautelares antes de la  demanda de extinción de 

dominio, en casos de evidente urgencia o cuando existan serios 

motivos fundados que permitan considerar la medida como 

indispensable y necesaria para cumplir con alguno de los 

fines descritos en el Art. 87 de la referida ley.                   
 

5- Observemos si el señor Fiscal accionado al decretar medidas 

cautelares sobre el inmueble que ya estaba embargado y 
secuestrado por cuenta del proceso de alimentos, se acogió a la 

norma en comento, o si por el contrario vulnero el debido proceso. 

Como podemos ver, al estar el inmueble embargado y secuestrado 
por cuenta del proceso de alimentos que se adelanta en Silvania en 

contra del titular del dominio, ninguno de los fines previsto en el 

artículo 87 de la indica ley encuadra dentro de lo reglado en dicho 
artículo, como para que el señor Fiscal Especializado de forma 

cotidiana hubiera decretado las medidas cautelares, más cuando el 

Art 89 de la misma obra determina que excepcionalmente se podrán 
decretar; de tal manera que siendo una facultad reglada, se 

convierte para el señor Fiscal, en una constante, en contravía de las 

disposiciones señaladas por la ley, y desobedeciendo lo establecido 
por el legislador cuando en el mismo artículo en la parte final del 

inciso primero establece “En todo caso se deberá salvaguardar los 

derechos de terceros de buena fe exenta de culpa “ (En el presente 
caso mi madre fue el día de la diligencia de secuestro efectuada por 

el señor Fiscal accionado y de forma clara, según me informo, le 

explico que ella tenía el proceso de alimentos y que con el producto 

de las consignaciones me proporcionaba mis alimentos, pero el 

señor Fiscal no le prestó el más mínimo de atención y según mi 

madre, un policía le insinuaba a mi madre que por encima de todo 
estaban las medidas por extinción de dominio, que si no conocía la 

ley; y el mismo policía instaba al señor Fiscal para continuar con la 

diligencia sin dejarla participar o allegar los documentos que había 
llevado ese día.    

 

5.1- Veamos entonces si  las medidas cautelares decretadas 
por el señor Fiscal encuadran en  alguno de los fines que trae la 

norma como causal para imponerlas: en primer lugar al estar el bien 
embargado y secuestrado, estaba por fuera del comercio (no se 

podía vender ni gravar), además estaba en manos o en 

administración exclusiva y excluyente de una persona diferente al 
titular inscrito; que para el caso que nos ocupa es un auxiliar de  

la justicia; secuestre  que desde luego tiene unas funciones 

establecidas en la ley y una de sus principales ocupaciones es 
vigilar, conservar y administrar el inmueble adecuadamente y rendir 



cuentas comprobadas de su labor y en caso de no cumplir con su 

función tiene unas sanciones como lo indica el Art 47 y siguientes 

del C.G.P. así las cosas, el bien no podía ser objeto de ninguno de 
los acontecimientos descritos por la norma como para que se haya 

decretado todas las medidas establecidas en el Art 88 del C. de 

extinción de dominio, pues al estar por fuera del  comercio y en  
manos de un secuestre, el titular no podía venderlo, gravarlo, 

usarlo, destruirlo, pues se reitera estaba en manos del estado – 

Rama Judicial- y el propietario del inmueble, había perdido tanto 
el dominio como la posesión del predio.  En consecuencia y 

según lo indica el Art 89 de la referida ley, no podía haber una 

verdadera y real urgencia y de otro lado ningún motivo fincado para 

considerar la medida como indispensable y necesaria, por lo tanto 

hubo una violación fragrante del debido proceso. Y como se puede 

ver en la resolución que decreto las medidas cautelares, no hubo 
un análisis especifico y concreto sobre este particular, donde se 

hubiera analizado en específico la situación especial que presentaba 

el inmueble, y de qué forma era urgente o necesaria la medida por 
la inevitable venta o distracción… o gravamen del inmueble, de tal 

suerte que conforme lo normado en el numeral 3° del Art 112 de la 

ley de Ext. De D. no hubo motivación especifica que 
desvirtuara las medidas cautelares que soportaba el 

inmueble, es más ni tan siquiera, en lo más mínimo  contemplaron 

el análisis de los efectos o las consecuencias que generaban las 
medidas cautelares decretadas en relación con la afectación de los 

derechos de las personas de especial protección del estado como es 

en el presente caso, las madres cabeza de familia y la suscrita al 
ser una menor de edad según la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional. Y al no haberse tratado este asunto, existió una 

motivación general, más no específica al caso en concreto (Falta de 
motivación específica, vías de hecho y vulneración del debido 

proceso).            

 
6- También hay que ver que la ocurrencia de los hechos en 

que encuadra la causal invocada por el señor Fiscal accionado no 

pudo haber sido cometida por el titular del dominio, por la siguiente 

razón lógica. Cuando ocurrieron los hechos que dan pie para la 

extinción del dominio, noviembre de 2017, el propietario había sido 

desplazado de su posesión, tenencia y disposición, por las 
medidas cautelares decretadas en el proceso de alimentos que 

adelanta mi madre en contra del titular del dominio, pues se reitera 

quien administraba el inmueble para ese entonces, era el estado 
en cabeza de un auxiliar de justicia, señor secuestre de turno LUIS 

ENRIQUE CARVAJAR BERNAL. De tal manera que conforme lo 

normado en el numeral 3° del Art 26 de la ley de extinción de 
dominio, no se le puede endilgar responsabilidad alguna al titular 

del dominio, pues no hay acción, ni omisión en la comisión de la 
causal que pretenden invocar como requisitos para extinguir el 

dominio, convirtiéndose el titular del domino en un tercero de buena 

fe exenta de culpa y ese hecho ni fue investigado ni fue valorado 
por el señor Fiscal que adelanta el caso (es decir que si hay un 

responsable por los hechos que ocurrieron, es el Estado en cabeza 

del señor auxiliar de justica y secuestre CARVAJAL BERNAL). 
Consecuente con lo antes indicado, existió una falsa motivación o 



motivación errónea en la resolución que decreto las medidas, 

porque según el Art 88 de la ley que nos ocupa, deben existir 

elementos de juicio suficientes que permitan considerar su 
probable vínculo con alguna causal de extinción de dominio, 

pero no de una forma objetiva, sino de forma subjetiva, donde el 

titular del domino sea culpable a título de dolo, culpa o 
preterintención (Art 26 Ibídem) seguidamente entonces la pregunta 

que surge es ¿cuáles son los motivos fundados con los cuales 

soporto todas las medidas cautelares decretadas sobre el inmueble 
de la Cra. 38 N° 19 35 de Fusagasugá; cuales son los soportes 

probatorios que tuvo para declarar o decretar las mismas?       

 

7- El estatuto de extinción de dominio, en su Art 27, establece 

la prevalencia de las normas rectoras, las cuales son de obligatorio 

cumplimiento y prevalecen sobre cualquier otra disposición de este 
código; vamos a ver si en el presente caso fueron cumplidas tales 

normas tanto en el decreto y practica de las medidas cautelares 

sobre el bien que nos ocupa: al efecto, no se le respetó la condición 
de afectada a mi madre y a la suscrita (inciso 1° del Art 1°), 

tampoco la dignidad humada de mi madre y de la suscrita como 

beneficiaria de los frutos del inmueble para sufragar los alimentos 
congruos que por ley y por decisión judicial me asignaron (sentencia 

T-005-18 Corte Constitucional); antes por el contrario, al quitarme 

las mesadas que me estaban consignando, lo único que hizo el señor 
Fiscal fue quitarme los alimentos y dejarme a mí y a mi madre a 

nuestra propia suerte en todos los aspectos, pues el señor Fiscal 

actuó de forma contraria a lo normado en el Art 44 de la 
Constitución, a la jurisprudencia de las Altas Cortes sobre el Interés 

Superior de los Menores y demás Tratados Internacionales que 

protegen mis derechos fundamentales y humanos; antes por el 
contrario, el señor Fiscal, puso en riesgo mi vida, mi educación, mi 

salud física y psicológica, en fin todos mis derechos fundamentales, 

y a cambio de restablecer mis libertades, me quito lo poco que tenía. 
Eso fue lo que hizo el señor Fiscal a pesar de  haberle advertido mi 

progenitora sobre mis alimentos antes de que iniciara la ejecución 

de su acto arbitrario e injusto, pues como se ha dicho la 

jurisprudencia que hacen parte del Bloque de Constitucionalidad son 

enfáticos en señalar que la familia, la sociedad y el estado están 

en la obligación de asistir a los menores y protegerlos, por tal motivo 
y de contera existe igualmente una vulneración al debido proceso.   

 

 
8- Tampoco el señor Fiscal analizo en contexto lo normado en 

el Art 3° de la ley de extensión de dominio, como para detectar que 

el propietario es un tercero de buena fe, al no tener ni la propiedad 
(Esta por fuera del comercio con ocasión del embargo) ni la tenencia 

o aposesión, pues esta está en manos del estado y en cabeza de un 
auxiliar de la justicia, de tal manera que si alguien es responsable o 

debe responder por los hechos ocurrido en el inmueble, este el 

mismo Estado en cabeza del  señor secuestre de turno por su 
negligencia, pero no la suscrita, que en última soy la que estoy 

pagando los platos rotos, no obstante lo anterior y todo lo que me 

hizo el señor fiscal, y para no desanimar más a mi madre, me 
esforcé en mis estudios y logre sacar el primer puesto en mi curso 



y a pesar de ello, y gracias a lo actuado por el señor Fiscal, no tuve 

mi navidad, no tuve una muda de ropa, ni pude salir a ningún lado, 

pareciera que mis derechos fueran los últimos en la constitución, o 
como si el señor Fiscal nunca hubiera tenido un hijo o nieto: 

honorables Magistrados, yo estudio para progresar, para hacer el 

bien a la humanidad, pero el señor Fiscal accionado hizo que me   
pisotearan mis derechos y de paso desconoce de forma caprichosa 

la Constitución y la ley (Art 8 de la ley 1098 de 2006), y manifiesto 

que de forma caprichosa, pues él es abogado y debe conocer la 
constitución y las disposiciones del bloque de constitucionalidad, 

pero en todo caso la ignorancia de la misma no le sirve de excusa.       

 

  9- Tampoco el señor Fiscal respeto los derechos reconocidos 

en la Constitución y menos aún los derechos reconocidos en los 

Tratados Internacionales ratificados por Colombia y al no hacerlo, 
vulnero el debido proceso, pues los derroteros son claros (Art 4° 

y 5° de la ley de Extinción de dominio ). Tampoco actuó con 

objetividad y trasparencia, pues viendo que el inmueble había sido 
embargado y secuestrado por cuenta del proceso de alimentos y 

que los frutos estaban destinados para restablecer mis derechos, se 

reitera, desconoció por completo el interés superior que me asiste, 
y bajo premias infundadas estableció que era preciso imponer todas 

las medidas cautelares contempladas para la extinción de dominio 

sobre el inmueble, cuando el propietario del predio no podía 
disponer de él y además había perdido la posesión y tenencia del 

inmueble como ya se ha reiterado. Luego no actuó con objetividad 

e imparcialidad, sino bajo el impuso de su propio criterio.         
 

10.- El señor Fiscal Vulnero el principio fundamental de la 

buena fe, pues estando como ya se ha dicho el predio embargado, 
secuestrado y en manos del Estado, el señor Fiscal persistió 

caprichosamente en atribuir responsabilidad a mi padre que es el 

demandado y a una adulta mayor discapacitada HERMINDA 
MARGARITA DIMATE DELGADO titular del usufructo del inmueble en 

una tercera parte del mismo, pues todos somos terceros de buen fe 

y afectados desde luego.     

 

11- En relación con el principio de contradicción contemplado 

en el Art 8°de la ley de extinción de dominio, en él se indica que las 
decisiones deben ser motivadas cuando afecten derechos 

fundamentales o patrimoniales; y en el presente caso fundamento 

las decisiones, sin hacer un análisis en conjunto de los hechos que 
rodearon el asunto, pues se reitera, el predio estaba secuestrado 

por causa de mi proceso de alimentos, de tal manera que la 

responsabilidad estaba en manos del estado- auxiliar de la justica- 
quien fue negligente desde que se posesiono hasta el último día, en 

que entrego su cargo y nótese por ejemplo que estando el bien 
habilitado para usufructuarlo, nunca rindió o consigno un solo peso 

de su gestión al proceso de alimentos. ¿Qué clase de motivación fue 

la que hizo y cuál fue el fundamento factico que lo llevo a esa 
conclusión, pues como se puede ver el responsable del bien era el 

secuestre, no el dueño de la casa? Pues para decretar una medida 

cautelar se requiere de un responsable que a la vez sea dueño y que 
tenga en sus manos el predio. Luego entonces si el predio estaba 



en manos del Estado, no había razón para decretar una medida si 

él no era dueño.    

 
12- Tampoco el señor Fiscal observo lo dispuesto en el Art 14 

de la obra en comento, pues viendo que mi mamá era madre cabeza 

de familia y la beneficiaria de los frutos la suscrita y ambas desde 
luego afectadas, no respeto lo dispuesto en esta norma, a pesar de 

haberle advertid mi madre al señor Fiscal las consecuencias que 

llevaría su actuar (quitarme los alimentos a pesar de ser menor de 
edad), lo anterior en concordancia con el inciso final del Art 13,  44, 

95, 209, 228 superiores), convirtiéndose  la actuación del señor 

Fiscal, en un acto desproporcionado y arbitrario al estar en contra 

de  la jurisprudencia de las Altas Cortes, la Constitución y los 

tratados internaciones sobre derechos del menor, en especial 

interés superior de los menores.  
 

13- Desconoció lo contemplado en el ordenamiento penal en 

ralación con las causales de extinción de dominio, pues viendo que 
el inmueble estaba en poder del estado –auxiliar de justicia 

designado  y posesionado- traslado la responsabilidad al titular del 

dominio y a la suscrita, cuando somos terceros afectados por el 
posible actuar negligente del señor secuestre. Es decir que si 

hablamos de culpa, dolo o preterintención como formas de la culpa, 

esta estaría en manos del señor auxiliar de  la justicia, no de otra 
persona. Y si el Auxiliar de la justicia vio que el bien podía estar 

siendo utilizado para actividades contrarias a ley y pido ayuda a la 

policía nacional como está demostrado en el proceso de 
alimentos, y esta institución –La Policía-  no le presto el apoyo 

suficiente y adecuado, ¿Quién podrá ser más responsable entonces? 

La suscrita, o mi papá como dueño de la casa, el secuestre, la 
policía; y esto le dará derecho al señor Fiscal para  quitarme los 

alimentos como en efecto lo hizo al ejecutar las medidas cautelares?  

 
14- Saltándonos al Art 19 de  la referida Ley, este nos indica 

que la actuación se desarrollara teniendo en cuenta el respeto a los 

derechos fundamentales y la necesidad de lograr la eficacia de la 

administración de justicia en los términos de este código. Otro 

principio que  desconoció de tajo el señor Fiscal, por falta de una 

investigación seria y responsable y de una valoración en conjunto y 
bajo las reglas de la sana critica las pruebas obrantes dentro del 

proceso; pues le achaco la responsabilidad a quien no participio en 

la comisión de la conducta investigada; desconoció los derechos 
humanos de los más desprotegidos que a la postre, aparte de ser 

inocentes resultamos afectados, pues la suscrita siendo persona de 

especial protección del Estado, me conculcaron mis derechos y 
termine pagando los platos rotos. Pero lo más importante de este 

principio es la facultad que tiene el señor Fiscal de corregir los 
actos irregulares, y viendo que se le explico todo lo relativo a los 

alimentos, las medidas cautelares que soportaba el predio y el 

destino de los frutos; el Fiscal desconoció esos hechos, al igual que 
el derecho de corresponsabilidad que tiene el señor Fiscal para 

con los menores; del principio de solidaridad; los derechos 

fundamentales de los menores; y a cambio de procurar el 
restablecimiento de los derechos, que yo había logrado gracias a las 



decisiones tomadas dentro del proceso de alimentos, él decide 

intervenir el predio para quitarme mis alimentos, convirtiendo su 

actuar en un acto tiránico, desproporcionado e injusto y no se has 
que punto en contravía de las ordenes de un Juez en asuntos de 

Familia. Pero igual ocurrió con lo contemplado en el Art 23 de la 

obra en comento, pues claramente el bien estaba por fuera del 
comercio y en manos del Estado, entonces que es lo que prevalece 

para el señor Fiscal y cuáles son los soportes jurídicos y probatorios 

para llegar a tomar y ejecutar sus decisiones, si el titular no es 
responsable al no tener el inmueble.   

 

15- En relación con la lealtad procesal con que deben actuar 

las partes en el proceso, esto deja mucho que desear, pues este 

principio es muy claro cuando indica que las personas “que 

investigan en el proceso de extinción de dominio están en el deber 
de hacerlo con absoluta lealtad y buena fe. Deben obrar sin 

temeridad en el ejercicio de los derechos y deberes procesales”. En 

el presente caso, pues ni hay lealtad, ni una investigación que traiga 
una verdad real al proceso. Que lealtad hay cuando decreta todas 

las medidas cautelares que trae el proceso de extinción de dominio, 

basado en unas premisas inexistentes, en una urgencia ilusoria, 
pues viendo que el inmueble estaba en manos del Estado (Auxiliar 

de la Justicia), como pretende hacer ver que estando el inmueble 

con medidas de embargo y secuestro, se requiere de otras medidas 
cautelares; y para decretarlas achaca la responsabilidad en quien 

no tenía el dominio ni la posesión del inmueble y cuando ejecuta sus 

actos materialmente se da cuenta que el predio está secuestrado 
para garantizar el restablecimiento de los derechos de una menor, 

pero a pesar de ello persiste en atribuir la responsabilidad al 

inocente, para justificar su acto que va en contra vía de los derechos 
fundamentales, y de los derechos humanos de los menores 

consagrados en los Tratados de Derechos humanos sobre menores 

de edad y además en contravía de la jurisprudencia que hace parte 
del bloque de constitucionalidad en relación con el interés superior 

de las niñas, niños y adolescentes.  

 

15.1 Sobre el anterior aspecto tenemos la SENTENCIA T-

033/20. interés superior de los niños niñas y adolescentes. En 

la que deja claro que el  interés superior de los niños niñas y 

adolescentes tienen amplio reconocimiento no solo en el 

ordenamiento jurídico interno, sino en instrumentos internacionales 

que lo catalogan de manera general como una protección especial 

de  la que goza el menor dirigía a su adecuado desarrollo físico, 

psicológico y social… las autoridades administrativas y judiciales 

están en el deber de aplicar este principio como piedra angular en 

la toma de decisiones que afecten a los niños, pues de ello 

dependerá su crecimiento, desarrollo y crianza en condiciones 

adecuadas, armónicas e integrales; pero el señor Fiscal accionado a 

pesar de haberle explicado mi madre sobre el proceso de alimentos, 

él hizo todo lo contrario a lo indicado en las normas del bloque de 

constitucionalidad convirtiendo su actuar en una vía de hecho.   

 



15.2- Las Altas cortes han fijado unas reglas concretas 

dirigidas a asegurar la salvaguarda de su bienestar y su condición 

de sujeto de especial protección constitucional. i) se deben 

contrastar sus “circunstancias individuales únicas e irrepetibles” con 

los criterios generales que, según el ordenamiento jurídico, 

promueven el bienestar infantil;  ii) los operadores judiciales 

cuentan con un margen de discrecionalidad para determinar cuáles 

son las medidas idóneas para satisfacer el interés prevalente de un 

menor en determinado proceso; iii) las decisiones judiciales 

deben ajustarse al material probatorio recaudado en el curso 

del proceso, considerando las valoraciones de  los profesionales y 

aplicando los conocimientos técnicos y científicos del caso, para 

garantizar que lo que se decida sea lo más conveniente para el 

menor; iv) tal requisito de convencimiento se entiende vinculado a 

la verificación de los criterios jurídicos relevantes reconocidos por la 

jurisprudencia constitucional; v) los funcionarios judiciales deben 

ser especialmente diligentes y cuidadosos, lo cual implica que no 

pueden adoptar decisiones y actuaciones que trastornen, afecten o 

pongan en peligro sus derechos, dado el impacto que las mismas 

pueden tener sobre su desarrollo , sobre todo si se trata de niños 

de temprana edad; y vi) las decisiones susceptibles de afectar a un 

menor de edad deben ajustarse a paramentos de razonabilidad y 

proporcionalidad. Para el caso que nos ocupa, en el folio de 

matrícula del predio que nos ocupa,  se establecía de forma concreta 

que el inmueble estaba embargado por cuanta de mi proceso de 

alimentos, por lo tanto, siendo el Fiscal un abogado, debió haber 

mirado el referido proceso para saber que había una menor 

acreedora de por medio; que el predio estaba en manos de un 

auxiliar de la justicia para la época en que ocurrió el hecho que 

motiva la extinción, y eso lo hubiera podido determinar fácilmente; 

pero a cambio de hacer una investigación seria y responsable, 

decide lanzar razonamientos jurídicos basados en la negligencia y 

respaldados en circunstancias alejadas de la realidad, y para 

justificar su labor, decreta las medidas sin importar las 

consecuencias, y las ejecuta a pesar de advertirle tal situación antes 

de la operación, pero caprichosamente me deja sin los pocos 

alimentos que me están consignando, pues no sobra indicar que 

gracias a la posible negligecia o labor de los auxiliares de Justicia, 

la casa fue totalmente desvalijada por los amigos de lo 

ageno, es decir que le quitaron todas las puertas, baños, 

instalaciones de agua y energía, en conclusión, toda desvaloijada: 

y  al ver esta situación, ningún auxiliar de la justicia se quiso hacer 

cargo de la casa, y por esa razón llamaron a mi papá hoy 

demandado, para que apoyara la custodia del predio, pues se quedó 

totalmente inservible o inhabitable, y él hizo contratos para que 

terceras personas le prestaran seguridad y otros inversionistas lo 

adaptaran para que fuera útil, tengo entendido, según me cuanta 



mi madre,  que un tercero invirtió en puertas, vidrios e instalaciones 

de toda índole, para que lo usufructuaran y del producto de ello se 

pagara el dinero que habian invertido, pues el predio quedo 

inservible, según cuenta mi madre, pero todos los pormenores están 

dentro del proceso ejecutivo de Alimentos que se adelanta en el 

Juzgado de Silvania. Pero como se puede ver y en definitiva, el señor 

Fiscal no fue  especialmente diligente y cuidadoso; antes por el 

contrario, actuó como los auxiliares de la justicia. Tampoco sus 

decisiones judiciales o administrativas se ajustaron al material 

probatorio, pues no supo ni sabe la verdad real de lo que le ocurrió 

al inmueble, más cuando por su apatía no recaudo el material 

probatorio que sirviera de base para tomar sus decisiones; por ello 

las determinaciones adoptadas a cambio de restablecerme mis 

derechos que había logrado mi madre, él los cerceno con actos 

arbitrarios y alejados de la verdad con una motivación irreal, 

vulnerando el debido proceso y mis derechos fundamentales, sin 

existir justificación alguna.     

 

15.3- Y como características del Interés Superior de los niños, 
niñas y adolescentes tenemos la Sentencia C-31 de 2014: las cuales 

clasifica de la siguiente manera: 1). Real; 2). Independiente; 3). Un 

concepto relacional (si existen intereses en conflicto, debe 
protegerse los derechos del menor); 4)la garantía de un interés 

jurídico supremo consistente en el desarrollo integral y sano de la 

personalidad del menor; al igual que el derecho a ser escuchado 
como componente esencial; pero como se observa, el señor Fiscal, 

con su prepotencia y sabiduría, aparte de desconocer estos 

derroteros, desconoció por completo todo lo que la Jurisprudencia 
ha decantado sobre el interés superior de los menores. 

 

15.4- Pero siendo el señor Fiscal, un profesional del derecho, 
desconoció el principio de Jerarquización de un sistema jurídico. Es 

decir que en caso de conflicto entre normas, cual se debe aplicar 

por preferencia y más cuando existe de por medio menores 
acreedores afectados, no obstante el día de la ejecución de las 

medias, cuanta mi madre que, mientras ella explicaba lo relativo a 

mis alimentos, el señor Fiscal y el Policía que lo asesoraba, con 
palabras sutiles le decían que si ella no sabía que el proceso de 

extinción de dominio prevalecía y predominaba por encima de todo 

(insinuando que ella mi madre era una ignorante) mientras que ellos 
pisoteaban mis derechos y lo consagrado en el Art 4 del C. de 

extinción de dominio y con la misma prepotencia la ignoraron para 

ejecutar sus actos contrarios a la ley, diría yo., tanto es así que no 
escucharon a mi madre, y de igual forma no me notificaron, 

sabiendo que se debe conformar el contradictorio, lo cual vulnera el 

debido proceso.          
 

16- En relación con lo previsto en el inciso segundo del 

numeral segundo del Art 26 de código de Extinción  De D. también 
el señor Fiscal se apartó de lo dispuesto en el C.G.P. en lo relativo 

a las medidas cautelares, pues estando gravado el inmueble con 

unas medidas cautelares (embargo y secuestro), decretadas por el 



Juez, para el restablecimiento de mis derechos, cómo es que decreta 

otras medidas cautelares, cuando según me dicen, no pueden 

haber dos embargos y dos secuestros sobre un mismo 
predio, (Art 465 y 466 del C.G.P.). y para efectos de la prelación 

de créditos, esta debe someterse a lo dispuesto por el Art. 465 del 

C.G.P., en concordancia con los Art 2494 y siguientes del C.C. lo 
anterior conforme al mandato establecido en el principio rector del 

C. de Extinción de Dominio inciso segundo del numeral segundo y 

numeral 4° del Art 26 ibídem. Y al omitir estas disposiciones, 
vulnero el interés superior que me asiste al dejarme sin que 

alimentarme y de paso se con vierte el actuar del Fiscal en un a vía 

de hecho que vulnera el debido proceso.    

 

18- De otro lado, y en cuanto a las actividades ilícitas, dispone 

la ley de extinción, que se observaran las normas del C.P. de tal 
manera que si en un evento, el secuestre designado en el proceso 

de alimentos, hubiera abandono el inmueble o permitió, que el 

predio se utilizara para actividades ilícitas; la culpa el dolo o la 
preterintención, no pueden ser endilgadas al titular del dominio. 

Pues la responsabilidad no es objetiva. La responsabilidad está en 

cabeza de la persona que el Estado le había encomendado la 
protección y administración de dicho inmueble. Luego entonces, el 

señor Fiscal no dio aplicación a los derroteros establecidos por el 

legislador sobre los aspectos tratados, lo cual constituye una vía de 
hecho. Pues ni investigo, ni aplico la norma, condeno a un inocente 

y de paso desconoció el interés superior de los menores.            

 
19- En fin, por estas  breves consideraciones, el Señor Fiscal 

se apartó por completo de las normas rectoras, las cuales son de 

obligatorio cumplimiento y prevalecen sobre las otras disposiciones 
(Art. 27 del C. de Ext. De Dominio) y por consiguiente vulnero el 

debido proceso.  

 
20- Otro de los errores que se observa, es que la Fiscalía 

vincula como  posible afectado al señor WILMAR ESNEYDER 

CASTILLO, cuando él no es titular del dominio (su parte fue objeto 

de remate según anotación N° 13 del F.M.I), entretanto desconoce 

mi condición de afectada, púes en el folio de matrícula inmobiliaria 

está inscrita la medida cautelar decretada dentro del proceso de 
alimentos, también se recuerda que mi progenitora fue el día en que 

el señor Fiscal Ejecuto las medidas cautelares, luego entonces por 

qué causa me desconoce mis derechos;   también desconoce a la 
adulta mayor discapacitada HERMINDA MARGARITA DIMATE 

DELGADO, persona que tiene el usufructo vitalicio de una tercera 

parte; lo anterior de conformidad con lo dispuesto de forma clara en 
el numeral 4° del Art 26 del C de Extinción de Dominio. Y al no 

vincular a todos los verdaderos afectados, vulnera el debido proceso 
(Art 4° a 13 ibídem)  

 

   21- No sobra recordar que el espíritu de la ley, es atacar las 
finanzas de las organizaciones criminales, combatir la  criminalidad 

y la ilicitud, eliminando el incentivo económico subyacente; también  

eliminar el provecho económico inherente a esas actividades. Y 
sobre estos aspectos, debo manifestar que conforme la escritura 



que obra dentro del proceso de alimentos, allí se determina que el 

inmueble que nos ocupa fue donado por una persona de bien y 

gravado con usufructo, en una tercera parte a favor de  la donante 
y de una persona discapacitada (HERMINDA MARGARITA DIMATE 

DELGADO), es decir que tenía un fin o propósito claro licito. 

Entonces, ni el donante ni el donatario obtuvieron los recursos de 
actividades ilícitas y ninguno de los dos pertenece o han pertenecido 

a organizaciones de esta índole; que yo sepa; e igualmente al 

momento de la ocurrencia de los hechos, el titular del dominio y  
demandado dentro del proceso de alimentos, como se ha reiterado, 

no tenía ni el dominio ni la posesión del bien, pues lo primero estaba 

embargado y por consiguiente, por  fuera del comercio; y en relación 

con la posesión o tenencia, está la tenía el Estado por medio de un 

auxiliar de la justicia designado y posesionado y esto fue 

precisamente, según mi progenitora, lo que ella le advirtió y explico 
al señor Fiscal cuando llego a ejecutar todas las medidas cautelares; 

pues estando allí, dice mi mamá, le explico tal situación y además 

se le indico  que el predio, desde hacía varios años respaldaba los 
alimentos presentes y futuros de la suscrita y que por el principio 

de la corresponsabilidad, de la prevalencia del interés superior de 

los menores, al igual que la primacía de mis derechos 
fundamentales; con la medida que aplicaba o decretaba el señor 

Fiscal, afectaría todos mis derechos. No obstante desconoció lo 

consagrado en la misma norma, es decir los derechos 
fundamentales que me asisten por ser menor de edad, al igual que 

los derechos consagrados en los Tratados Internacionales 

ratificados por Colombia; esto sin contar con el principio de 
solidaridad en cabeza del Estado, y a pesar de tales advertencias 

actuó de forma contraria a lo normado en la misma ley que nos 

ocupa en su artículo 4° sobre garantías e integración, al igual que 
su actuar fue contrario a lo normado en el art 13, 44, 93, 95 y 209 

de la Constitución. Pues lo primero que se observa es que el predio 

cuando ocurrieron los hechos no estaba en manos del titular del 
dominio, hecho que fácilmente estaba plasmado en el proceso de 

alimentos aludido al principio de esta petición, luego entonces no se 

le puede achacar responsabilidad sobre ese aspecto, y al estar 

embargado y secuestrado el bien estaba en manos del estado –

llámese poder judicial- luego entonces, el titular ni se podía acercar 

en ese momento, menos vender o atentar en contra del mismo, esto 
sin contar que no se entiende que responsabilidad se le pueda 

endilgar; y bajo estas premisas surgen los siguientes interrogantes: 

 
21.1- ¿Cuál fue el sólido material probatorio, que 

analizado bajo las reglas de la sana crítica y que lo llevaron a 

la convicción del señor Fiscal Especializado para que adoptara todas 
la medidas cautelares sobre la casa que nos ocupa, por ser dichas 

medidas necesarias,  razonables, adecuadas  y proporcionales? 
Cuando demostrado esta que el inmueble estaba por fuera del 

comercio (embargado) y adicionalmente secuestrado, por cuenta 

del proceso de alimentos tantas veces referido, es decir que el titular 
del dominio y demandado por alimentos, no tenía en sus manos 

ni el dominio, ni la posesión o tenencia del predio; entonces 

donde está el sustento factico para endilgarle responsabilidad? No 
obstante lo anterior, el Fiscal adopto las cautelas sobre el predio y 



le achaco responsabilidades al propietario lo cual constituye una vía 

de hecho que vulnera el debido proceso, pues con su actuar también 

vulnero mis derechos que como menor me asisten dentro de un 
Estado Democrático y Social de Derecho.     

 

 
21.2- ¿Dónde está la urgencia, que lo haya obligado a decretar 

las tres medidas cautelares, más cuando el predio al estar 

embargado estaba por fuera del comercio?  
 

21.3- ¿Cuáles fueron los verdaderos y reales motivos fundados 

y cuál es el verdadero sustento probatorio de dichos motivos 

fundados con los cuales sustento las medidas decretadas y 

ejecutadas,  y si las mismas pruebas, con que las decretó,  reflejan 

una verdad real? 
 

21.4- ¿De qué forma o manera respeto o hizo respetar los 

derechos de los más desprotegidos (inciso final del Art 13 de la C.N.) 
como son las madres cabeza de familia y los menores de edad, con 

la materialización de las medidas cautelares decretadas al predio 

que nos ocupa?  
 

21.5- ¿Dónde y de qué manera respeto e hizo cumplir el 

principio del interés superior de los menores, el principio de 
corresponsabilidad que me asisten según lo normado en los Art 10 

y 11 de la ley 1098 de 2006, a pesar de haberle advertido sobre ello 

antes de ejecutar sus actos contrarios al Bloque de 
Constitucionalidad?           

 

21.6- ¿De qué forma o manera respeto o hizo respetar el 
principio de solidaridad para las personas de especial protección por 

parte del Estado, según los derroteros indicados por la Corte 

Constitucional en el sentencia C-459 de 2004? 
 

21.7- ¿En qué parte del discurrir jurídico quedaron los 

derechos de los menores, siendo que el Art 44 superior determina 

que los derechos de los menores prevalecen sobre los derechos de 

los demás y agrega que, la familia, la sociedad y el estado tienen 

la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su 
desarrollo armónico e integral y el ejerció pleno de sus derechos? 

¿Será que con haber decretado todas las medidas cautelares que 

tenía el código de extinción de dominio y por consiguiente quitarme  
las mesadas alimentarias que me consignaban en el proceso 

ejecutivo de alimentos, con ello salvaguardo los derechos que me 

asisten y de paso contribuyo al pleno restablecimiento de mis 
derechos y de camino materializo el principio de solidaridad o del 

interés superior de los menores? 
 

21,8- ¿En qué parte y de qué manera respeto los derechos de 

los menores contemplado en los Convenios y Tratados 
Internacionales ratificados por Colombia, más específicamente los 

contemplados en los Art 18 y 19 de la Convención Sobre Los 

Derechos Del Niño?   
 



21.9- A sabiendas de la existencia de una orden de un Juez de 

la  Republica, tendiente a garantizar y restablecer mis derechos 

dentro del proceso ejecutivo de alimentos; que lo motivo al señor 
Fiscal para desconocer las órdenes impartidas por el señor Juez, y 

de forma colateral emitir y ejecutar otras medidas, convirtiéndose 

actuar como en un choque de trenes, sabiendo que las órdenes del 
Juez en relación con los menores, prevalecen sobre las emitidas por 

el señor Fiscal?.      

 
21.10- En fin, son infinitas las preguntas, al igual que las vías 

de hecho cometidas en el caso que nos ocupa y esas arbitrariedades 

le ocurren al señor Fiscal por negligencia al no hacer una 

investigación seria y responsable; y de otro lado, mirando el 

respaldo probatorio, se observa que en la diligencia de allanamiento 

ocurrida el día  9 de noviembre de 2017, dentro del inmueble que 
nos ocupa, no existe una investigación seria y responsable por 

parte de la policía encubierta, donde con fotografías y videos se 

demuestre más allá de toda duda razonable, que en efecto dentro 
del inmueble que nos llama la atención, se está vendiendo 

sustancias prohibidas, y por este medio fílmico se individualicen  las 

personas que comercializaban dichas sustancias.  
 

22- Los referidos informes de los agentes encubiertos 

determinan que dentro de la casa residen los integrantes de la 
banda denominada LOS PITBULL, pero curiosamente en el 

allanamiento sorpresa, no capturan a ninguno de los integrantes de 

dicha banda criminal (MARIA BIBIANA HERRERA MOLINA, JOFFER 
SNEYDERS SARRAZOLA HERRERA, GAVINO RAMOS GOMEZ, 

FERNEY DARIO LOPEZ ROJAS, BRALLAN OMEILI PEUELA CASTILLO, 

TANIA YANETH RODRIGUEZ GUZMAN, MEDARDO RODRIGUEZ 
FAJARDO, DUBAN FELIPE HERRERA RODRIGUEZ, JORGE ALIXIS 

GONZALEZ GONZALEZ, JOHAN DAVID GOMEZ ESTEVEZ, CRITINAL 

SEBASTIAN HERRERA GOMEZ Y CRISTIAN ROLANDO VELENCIA 
PACHECO) luego el informe es temerario, pues no habita ninguno 

de ellos en dicha casa. Otro hecho que refleja la temeridad de dicho 

trabajo investigativo, consiste en pasar varios informes días 

después de efectuarse el allanamiento en dicha casa  y para los 

meses de enero y febrero de 2018, informes donde ya indican que 

en el inmueble existe un pacillo, pero curiosamente, no hay un 
respaldo fílmico que corrobore o respalde dicho informé donde se 

individualice el interior de la casa y los posibles vendedores. Luego 

entonces, con estos informes quieren engañar a la justicia, pues si 
en verdad la banda criminal reside en dicha casa, como es que 

allanan en noviembre de 2017, donde capturan a los “supuestos 

integrantes de la banda” y viendo ese hecho tan grave para la banda 
criminal, a cambio de huir del sector, antes por el contrario llegan 

otros para que los sigan capturando en el mismo inmueble. Y con 
esto se acentúa más la temeridad de dichos informes presentados 

por los agentes encubiertos. Algo que tampoco concuerda con la 

realidad, es que el señor secuestre y según los informes presentados 
al proceso ejecutivo de alimentos antes referido, indica que con 

frecuencia acudía al inmueble en compañía de los agestas del Orden 

y viendo esta circunstancias; como es que los supuestos integrantes 
de los “LOS PITBULL”, permanecieran y persistieran en mantener 



drogas y expender allí mismo, si la policía en cualquier momento les 

llegaba con el señor secuestre, es algo que lógicamente no pudo 

haber ocurrido.          
 

22.1- Pero si observamos con detenimiento en las 

imputaciones hechas a la banda criminal denominada “LOS 
PITBULL”, la Fiscalía sostiene que: tiene en su poder filmaciones 

de la venta y comercialización de los estupefacientes, de 

dicha banda criminal, que se reitera fueron capturados en barrios 
distintos de la casa que nos ocupa; entonces, porque en los informes 

que presentan sobre la venta y comercialización de estupefacientes 

en la casa de la Cra. 38 N° 19 25 Vila Patricia de Fusagasugá, por 

qué razón los policiales encubiertos, no filmaron todo lo relativo a la 

venta de estupefacientes, o es que la cámara solo servía si se 

utilizaba en ciertos lugares o para ciertas personas, o preciso para 
demostrar lo que ocurría en la casa que nos ocupa, allí no servía? O 

no será que la policía quiso involucrar falsamente la referida casa  

con tal de que le extinguieran el domino para afectar en especial a 
una persona en particular; ya fuera capturar a una persona en 

específico o extinguir el dominio del inmueble a quienes eran sus 

titulares al igual que el usufructo vitalicio?    
 

23- Según la resolución por medo de la cual decretaron las 

medidas cautelares sobre la casa que nos ocupa, indican que 
existían agentes encubiertos desde 02 de octubre de 2017 y lo único 

que hicieron fue el registro y allanamiento, pero no existe evidencia 

documental (fotos o videos) en que se establezca que en verdad 
existe un expendio y tampoco que persona en particular lo hacía. Y 

si ya habían allanado, para que presentan informes en enero y 

febrero de 2018 sin fotografías; pero sostienen que allí venden 
sustancias prohibidas, siendo dichos informes contradictorios y 

temerarios, pues después del allanamiento, para qué presentan 

informes donde ya hacen una descripción de la casa que nos ocupa, 
pero no capturan a ninguna persona de la organización que 

investigan dentro de la misa. Qué grado de certeza podrá tener esos 

informes?   

 

24- Pero en uno y otro caso todo lo anterior no afecta a los 

terceros de buena fe, sin embargo se adjunta  estas reflexiones y 
esta información para demostrar todo lo que es capaz de hacer el 

estado para vincular a personas y bienes, y de paso perjudicar a las 

personas dueñas del inmueble, pero lo más grave de todo esto, es 
que el señor Fiscal 22 de Extinción de dominio, ligeramente y sin 

una investigación seria y responsable proceda a adoptar una seria 

de medias que afectan derechos de terceros de buena fe que son 
acreedores y de especial protección por parte del estado y de 

mis derechos humano fundamentales lo cual constituye una vía de 
hecho que vulnera el debido proceso.             

 

JURAMENTO 
 

 Bajo juramento manifiesto que no he iniciado otra acción sobre 

estos mismos hechos   
 



PETICIONES 

 

1.- De forma comedida solicito acceder a la medida 

provisional, por cuanto en verdad no tengo recurso  para 

alimentarme ni para comprar los elementos para el aseo personal y 

tampoco para comprar mis útiles escolares para este año 2023, pues 

ya ingreso a mi grado octavo si Dios lo permite.   

 

2.- Se me tutelen mis derechos humanos y fundamentales 

esgrimidos en la presente acción y con sagrados en la constitución, 

en los Tratados Internacionales sobre derechos de los menores y en 

la Jurisprudencia de las Altas Cortes, sobre la prevalencia de los 

derechos de los menores, así como la prevalencia del interés 

superior de los niños, niñas y adolescentes, el debido proceso, el 

acceso a la administración de justicia, la prevalencia del derecho 

sustancial y en general todos aquellos que bajo el principio de 

corresponsabilidad su Señoría considere vulnerados. 

 

3- Me designen un profesional para que me defienda mis 

derechos, pues como pude lleve mi alcancía y sin contar el dinero a 

una abogada y ella al comentarle el caso accedió a ayudarme a 

elaborar este escrito, pero como digo no tengo más alcancías ni 

dinero, y me siento en verdad muy afectada y sin una ayuda 

profesional, donde la Fiscalía no permitió participar a mi progenitora 

antes de la ejecución de sus actos – es decir me desconoció como 

persona-. Finalmente le ruego el favor y me indiquen todo lo que 

debo hacer en un lenguaje claro y que yo lo pueda entender, así 

como lo ha hecho últimamente la Corte Constitucional. 

     

 

PRUEBAS 

 

De forma comedia me dirijo al Despacho para solicitar el 

decreto y practica de las pruebas que a continuación presento para 

demostrar que soy una menor afectada por las actuaciones del 

señor Fiscal Accionado y a la vez una tercera de buena fe.  

DOCUMENTAL.  

 

1-  EL Folio de Matricula Inmobiliaria N° 157-41073 obrante 

dentro del proceso y  con el cual demuestro que soy afectada, tal y 

como lo demuestra la medida cautelar de embargo obrante en la 

anotación N° 8 desde el pasado 08 de octubre de 2012, por cuenta 

del proceso de alimentos y con lo cual el inmueble salió del 

comercio. Finalmente con este documento demuestro que el único 

titular inscrito es mi padre, hoy demandado dentro del proceso de 

alimentos.   

    



2- Acta de diligencia del secuestro de la parte que le 

corresponde al demandado sobre el inmueble que nos ocupa de 

fecha 24 de Agosto de 2016 proceso de alimentos que se adelanta 

en el Juzgado Promiscuo Municipal de Silvania bajo el radicado N° 

2012 -0084 y con el cual se demuestra que mi padre RODRIGO 

CASTILLO ROMERO, fue despojado de la tenencia o posesión del 

predio de la Cra 38 N° 19- 35 de Fusagasugá al pasar a manos del 

estado- Rama Judicial- Auxiliar secuestre designado, señor LUIS 

ENRIQUE CARVAJAR BERNAL. Predio que estuvo en manos del 

referido secuestre hasta que fue relevado del cargo. 

 

3- Acta  o memorial presentado por la secuestre que remplazo 

al señor LUIS ENRIQUE CARVAAR BERNAL. En el que indica que ella  

recibo el inmueble el 30 de enero de 2018. Lo anterior para 

corroborar una vez más que el inmueble estaba en manos del Estado 

y por cuenta de los auxiliares designados, mas no en manos del 

propietario. 

 

4- copia de los cuatro registros civiles de nacimiento para 

demostrar que mi madre es cabeza de familia y de especial 

protección por parte del Estado.   

 

  5- Copia de las calificaciones obtenidas por la suscrita y con lo 

cual demuestro que a pesar de que me quitaron las mesadas 

provenientes los frutos de  la casa, continúe esforzándome para salir 

adelante.         

  

INSPECCIÓN JUDICIAL.  

 

Comedidamente solicito una inspección judicial al proceso de 

alimentos que se adelanta en el Juzgado Promiscuo Municipal de 

Silvania desde el año 2012, bajo el radicado N° 2012 -0084 con el 

fin de demostrar el interés que me asiste en calidad de afectada. 

Junto con los demás aspectos relacionados con las medidas 

cautelares. Dignes su señoría oficiar el Juzgado Promiscuo de 

Silvania para que envíen el proceso digital a este proceso. 

 

Igualmente solicito, una inspección judicial al proceso que se 

adelanta en el Juzgado Tercero Especializado en Extensión de 

Dominio (PROCESO N° 2022- 129-3).   

   

 

NOTIFICACIONES 

 

 

El Juzgado Tercero Especializado en Extensión de Dominio en 

el Correo Electrónico j03esextdombt@cendoj.ramajudicial.gov.co  



  

La Fiscalia 22 de extensión de dominio en el Correo Electrónico  

Orlando.cordiba@fiscalia.gov.co  

 

Recibo notificaciones en la calle 3 N° 1 -10 de Pasca 

Cundinamarca. o en el correo electrónico 

castillosaenztatiana@gmail.com.  

 

Atentamente,  

 

 

TATIANA CASTILLO SAENZ 

T. I. N° 1069737504 
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